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EDITADO POR EL SECRETARIADO DE JUECES PARA LA DEMOCRACIA

EDITORIAL
El Consejo General del Poder Judicial continúa de-

trás del Libro Blanco, aunque ya se anuncia la con-
creción del trabajo para los próximos meses. Espera-
mos que sirva para precisar y sistematizar parte de
los problemas de la Justicia, un buen punto de par-
tida para empezar a exigir soluciones a los que tie-
nen que dadas. Pero lo cierto es que el país no go-
za de un entorno lo bastante tranquilo como para
encarar retos estructurales. Al menos en Madrid, la
opinión está dedicada exclusivamente a las grandes
cuestiones, y no parece tener mucho tiempo para la
reflexión en una materia que, a un nivel u otro, con-
voca anualmente los intereses de millones de ciu-
dadanos.

La crisis de la Fiscalía, creada por el Gobierno y su
anterior Fiscal General, sigue sin ser resuelta. Le co-
rresponderá al nuevo Fiscal General poner algo de or-
den, aunque mucho nos tememos que no sea capaz de
ello, una vez clara la voluntad del Gobierno -explíci-
ta en el manejo y culminación de la referida crisis- de
controlar esa Institución del Estado, aprovechando la
falta de un modelo claro, obtenido a partir de la Cons-
titución de lo que debe ser el Ministerio Fiscal. Ha-
blando del nuevo Fiscal General no cabe hacede re-
proche ideológico personal o privado. En democracia
cada uno piensa lo que quiere o lo que puede, pero en
ningún caso sería legítimo trasladar la moral privada al
ámbito de lo público, regido en exclusiva por los valo-
res constitucionales. Al margen de su labor profesional,

la única actuación política del nuevo Fiscal General
que nos consta, fue la contenida en la famosa Memo-
ria, donde se vertían análisis alejados de la Constitu-
ción y, la verdad, bastante pobres desde el punto de
vista político-criminal.

En la Audiencia Nacional, donde mayor debería ser
la inversión en madurez jurisdiccional y democrática,
un juez de instrucción puso la guinda hace unos días,
al tratar de criminalizar la conducta de la Sala que le
había revocado sus resoluciones. Los Autos de la Sala
eran impecables desde el único punto de vista desde el
que deben ser analizados, el de la racionalidad jurídi-
co-constitucional. Se limitaban a realzar algunas cues-
tiones que siempre deben estar presentes en la labor
de los jueces; por ejemplo, que en España hay una
Constitución y por lo tanto libertades y garantías de las
mismas; que las libertades sólo pueden ser restringidas
mediante habilitación legal; y que cuando un juez no
motiva sus resoluciones conforme a la ley y a la Cons-
titución, cae en arbitrariedad, categoría constitucional
(9.3 CE) y no capricho semántica de los miembros de
la Sala.

A todo esto, el Ministeriode Justicia continúa con su
política de publicitar (más que tramitar) borradores o
anteproyectos periféricos. Sigue fuera de cualquier de-
bate de cierto calado y sin abordar los problemas de
gestión del servicio público. Lo malo -lo peor- de
todo es que el clima parece estacionarse, en una suer-
te de hipoteca permanente del futuro.
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COMUNICADOS DE LA ASOCIACION
CONTROL DEL
COMERCIO DE

ARMAS

El próximo día 18 de marzo
va a tener lugar en el Pleno del
Congreso un debate sobre sen-
das Proposiciones No de Ley
del PSOE, ID Y CiU relativas a
la transparencia en el control
del comercio de armas.

Es ésta una gran oportuni-
dad para que la legislación es-
pañola sobre la materia no se
limite a adaptarse a las directri-
ces comunitarias (ocho crite-
rios comunes de 1991 y 1992),
que, además, son de obligado
cumplimiento, sino que de un
paso más avanzando hacia el
establecimiento de reglas que
garanticen una mayor transpa-
rencia y control del tráfico de
armamentos, acabándose así
con el tradicional secretismo
en este comercio, con frecuen-
cia dirigido a países donde es
práctica habitual la violación
de los derechos humanos, liga-
dos a dictaduras militares o con
graves carencias sociales.

Reglas como podrían ser la
intervención del Parlamento en
el control de las operaciones y
la periódica publicación por el
Gobierno -dejando de ser así
materia reservada- de las ac-
tas de la Junta interministerial
que aprueba las exportaciones
de armamentos, con indicación
de los datos esenciales (países
de destino, tipo de materia ex-
portado e importe de las tran-
sacciones), lo que reforzaría el
control por parte de la socie-
dad civil de tales actividades.

En consecuencia, expresa-
mos nuestro apoyo a toda ini-
ciativa que apunte en tales sen-
tidos.

Madrid, 13 de marzo de 1997

CONTRA EL
LINCHAMIENTO
DE LOS JUECES

VASCOS

De nuevo una sentencia judi-
cial ha provocado la descalifica-
ción personal del juez que la
dicta, en vez de la utilización de
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los recursos y remedios que la
ley dispone para impugnarla.

Jueces para la Democracia
reitera, otra vez, su aceptación
de la crítica a las decisiones ju-
diciales, perfectamente admisi-
ble en ejercicio de la libertad
de expresión que es un dere-
cho constitucional.

Pero esa libertad y crítica no
autoriza al linchamiento moral
de los jueces que resuelven. En
el caso de Nekane San Miguel,
la sentencia no se critica por su
falta de rigor jurídico, la inco-
rrecta aplicación de las normas
o ausencia de motivación. Por
el contrario, se presenta a la
juez como una colaboradora
más de los violentos.

Esta situación no es nueva y
todos recuerdan que en casos
polémicas algunos sólo preten-
den descalificar al juez encar-
gado.

Por eso de nuevo debemos
apoyar a Nekane San Miguel y
defender la vigencia del valor
de la independencia judicial,
no como un concepto hueco o
una mera declaración formal,
sino como garantía del ejer-
cicio de la potestad jurisdiccio-
nal que está atribuida en la
Constitución al Poder Judicial.

Lo sangrante del caso es que
se presenta a la juez como ver-
dugo de ertzainas, olvidando
que la misma ha dictado reso-
luciones que condenaban a
personas que actuaron contra
dicho cuerpo policial. En Eus-
kadi, además, cualquier resolu-
ción judicial en que no se
acuerde un castigo supuesta-
mente "ejemplar" contra los
agresores de la Ertzaintza es
sistemáticamente descalificada.
Así ocurrió con la Audiencia
vizcaína en el caso Sosaeta, y
la guipuzcoana en el de Jon
Ruiz Sagarna.

y seguirá ocurriendo por-
que los jueces aplican el dere-
cho por igual a policías y ciu-
dadanos, sin recurrir a dos
varas de medir distintas.

Jueces para la Democracia
reitera su compromiso con la
paz y el esfuerzo de la socie-
dad vasca por encontrar la sen-
da para lograrla. Pero mal ca-
mino es que algunos presionen
a los jueces pidiendo "mano
dura" y descalifiquen a todos
los que no lo hacen.

Por esa razón "Jueces para la
Democracia" solicita del TSJ del
País Vasco y del CGPJ que am-
paren la independencia judicial
de la citada juez, y que recuer-

den a los que la han descalifi-
cado tan injustamente que las
resoluciones judiciales pueden
siempre ser revisadas a través
de los recursos correspondien-
tes y que la crítica jamás puede
incluir el insulto y la mentira.

Madrid, abril de 1997

ACERCA DE lA
CRISIS DE lA

FISCAIlA

El Fiscal General del Estado
decidió, hace ya unos meses,
abrir una crisis en la Fiscalía de la
Audiencia Nacional. Si ello hu-
biese obedecido a criterios cons-
titucionalmente normales adop-
tados en el ejercicio legítimo del
poder que tiene, habría abierto
una investigación respecto de la
situación de la referida Fiscalía y,
una vez terminada rigurosamen-
te, habría exigido las responsabi-
lidades pertinentes teniendo en
cuenta el resultado de la investi-
gación. Eso sí, distinguiendo,
que también sería lo normal, en-
tre lo que es la responsabilidad
disciplinaria (a la que están suje-
tos los fiscales subordinados) y
lo que es un cese político por
pérdida de confianza (a la que
estaría sujeto el Fiscal Jefe en ca-
so de pérdida de autoridad o
control de la Fiscalía).

Por este orden. El Fiscal Ge-
neral hizo justamente lo contra-
rio. Antes de cualquier investi-
gación cesó de mano al fiscal
jefe, eliminando de raíz el prin-
cipio de autoridad del mismo
que es lo que, paradójicamente,
pretendía reforzar y mezclando
los dos espacios de responsabi-
lidad aludidos. Con ello eliminó
de modo absoluto, al punto de
invertirla, la jerarquía que la
Constitución predica respecto
del funcionamiento de la insti-
tución y creó las condiciones
objetivas para la rebelión de los
subordinados. Naturalmente, se
ha visto incapaz de resolver la
crisis que él mismo patrocinó,
ya que el mensaje que ha lan-
zado a los eventuales candida-
tos al cargo de fiscal jefe resulta
desalentador para cualquiera.

Por su parte, el Gobierno y la
ministra de Justicia han preten-
dido transmitir la idea de que el
asunto pertenece exclusivamen-
te a la responsabilidad del Fiscal
General. Aquí, la incongruencia

constitucional es evidente: fue el
Gobierno el que colocó en el
cargo al Fiscal General como
manda la Constitución. En con-
secuencia, no puede eludir la
clara responsabilidad que tiene
respecto de las actuaciones del
mismo, salvo que se pretenda
destruir la estructura institucio-
nal del Estado mediante grotes-
cas apelaciones a la "indepen-
dencia" del Fiscal General.

Puede ocurrir que el Gobier-
no quiera saldar el asunto con
la dimisión o el cese del Fiscal
General, que se conveJ1iria de
ese modo en auténtico chivo
espiatorio de lo que en defini-
tiva es una total falta de ideas
respecto de cual es o debe ser
el papel de una institución tan
importante como la Fiscalía
General del Estado. De tal mo-
do, la ausencia de esas ideas
básicas se suma a la incapaci-
dad de gestión general del de-
partamento de justicia, más
preocupado del juego coyuntu-
ral del poder que de las nece-
sidades de los ciudadanos.

En consecuencia, creemos
que es de todo punto urgente
restablecer la normalidad insti-
tucional mediante el nombra-
miento de un fiscal jefe de la
Audiencia Nacional que reúna
la trayectoria inmaculada, la ca-
pacidad jurídica y el sentido de
la autoridad que precisa el car-
go, para restablecer los crite-
rios constitucionales con los
que debe actuar el Ministerio
Fiscal: la defensa de la legali-
dad, de los derechos de los
ciudadanos y del interés públi-
co y social, conforme a los
principios de unidad de actua-
ción y dependencia jerárquica
y con sujeción a los principios
de legalidad e imparcialidad.

Madrid, 6 de mayo de 1997

SOBRE EL
DERECHO DE
ASILO EN lA

UNION
EUROPEA

Amnistía Internacional, Co-
misión Española de Ayuda al
Refugiado y Jueces para la De-
mocracia consideran que la
nueva propuesta del Gobierno
español sobre el régimen del



CARTA DE

QUE NADIE SE ENGAÑE

Madrid, abril 1997

pamplona, a trece de marzo
de mil novecientos

noventa y siete

tienden la necesidad de com-
batir el terrorismo, pero consi-
deran que esa lucha debe ha-
cerse de acuerdo con la
legislación internacional sobre
Derechos Humanos. Tras la re-
solución sobre garantías míni-
mas adoptada por el Consejo
de Ministros el 20 de junio de
1995, las actuales legislaciones
de los países europeos contie-
nen los suficientes mecanismos
para que los terroristas no usen
la vía de asilo para evitar una
extradición. Cabe recordar que
los casos ocurridos hace dos
años en Bélgica, y en la actua-
lidad en Portugal, son cuestio-
nes de índole jurídica debidas
a la existencia de defectos for-
males en las peticiones de ex-
tradición.

Suprimir o restringir el dere-
cho de asilo sería una victoria
de los violentos y un fracaso
de la democracia.

que no son suyos o ellos son
contrarios, esbirros, siervos,
objetivos y objetivos, más có-
modos y fáciles, mejor.

¡Qué nadie se engañe!,
porque se mueva en la foto o
no aparezca, también estará
en el revelado, porque en su
película estamos todos, los
que nos oponemos y los que
nos conformamos, los que
protestamos y los que nos
postramos, los que interpreta-
mos con laxitud y los que so-
mos restrictivos. Sin crispa-
ción, sin numanticismo, sin
nada, en nuestra función y
nuestro trabajo, pero con co-
nocimiento y sin engaños, los
suyos no mienten y el que
aplica la ley lo hace sabién-
dolo, para ellos la ley opreso-
ra, al igual que sus jueces, y
como en el capitalismo, la vi-
da de unos es un mero medio
para la conservación y disfru-
te de la vida de otros.

respetar, porque el Jurado es
más Justicia o igual que la
que yo aplico. Es igual, nada
de eso influye, es lo suyo o lo
que ellos dicen mío lo que
cuenta.

Tan es así que mis leyes
no son la suyas, mi Justicia es
una imposición, mis cárceles
son campos de exterminio,
mis jueces son sus verdugos,
mis policías son enemigos,
todos, todos, todos, todos los

niar, que demuestre que mis
resoluciones son abiertas y
comprensivas a la problemá-
tica de Euskadi, que aplique
un veredicto de absolución
pensando en que se me va a

el asilo a un nacional de un
Estado miembro? En ningún
momento se garantiza que el
solicitante sea oído. Además
es poco probable que esa
persona pueda conseguir el
asilo convenciendo a una ma-
yoría cualificada en el Conse-
jo de que es perseguido en su
país, máxime cuando éste tie-
ne voz y voto en el mismo.
Tenemos que recordar que en
la actualidad, ya existen su-
puestos amparados por la
Convención de Ginebra, co-
mo sería el caso, por ejemplo,
de los objetores de conciencia
griegos, que no quedarían
protegidos si prosperase esta
iniciativa.

Otro posible peligro vendría
de la futura incorporación a la
UE de nuevos países, con regí-
menes donde los Derechos
Humanos no están plenamente
garantizados, lo que ha motiva-
do que en el proyecto de re-
forma del Tratado se incluya
una cláusula de salvaguardia al
respecto.

Las tres organizaciones en-

GARANTIAS DE
AUDIENCIA

¿Bajo qué circunstancias el
Consejo accederá a conceder

Oigo en la radio de esta
mañana una convocatoria pa-
ra acudir a una manifestación
en contra de un Acuerdo del
Parlamento de Navarra que
comienza diciendo "de sus
leyes no hacen ningún caso",
y tristemente he descubierto
la realidad del caos que me
toca y nos toca presenciar día
tras día. Es ese "sus" el que
me separa de la entente ETA
o HB o LAB. Es ese pronom-
bre posesivo el que marca la
diferencia entre su conducta
y la de quienes la rechaza-
mos. Es esa la línea que dis-
tingue a unos y a otros. No es
la tolerancia, el talante aper-
turista, la mediocridad, la in-
diferencia, el miedo, la ambi-
gtiedad, el coqueteo. No, no
es nada de eso. Es lo nuestro
y lo suyo. Es igual que tenga
temor, que reniegue de exte-
riorizar junto a los del lazo
azul mi repulsa, que ante los
alcaldes o concejales de HB
me muestre abierto, que ante
los letrados de la Mesa Na-
cional o LAB quiera conge-

que un Estado necesite una ma-
yoría cualificada del Consejo pa-
ra acceder a conceder el asilo.

¿Quién determinará que un
Estado viola de manera habi-
tual los derechos fundamenta-
les? Y aunque así ocurra, tene-
mos que recordar que la
aplicación de la Convención
exige que el examen y la de-
terminación del refugio se lleve
a cabo de forma individualiza-
da, teniendo en cuenta que se
trata de valorar la existencia de
un temor fundado de persecu-
ción. Ningún Estado, por muy
democrático que se considere,
puede excluir de forma absolu-
ta y terminante el examen indi-
vidual de una demanda de ese
tipo. Además nadie puede ima-
ginar lo que puede pasar en el
futuro con el respeto a los De-
rechos Humanos en un país.

Florentino Eguaras Mendiri. Juez de lo Social de pamplona.
Coordinador Territorial de JPD en Navarra

Además, si esta iniciativa
prosperara, constituiría un mal
precedente que podría dar lugar
a la aplicación de medidas simi-
lares en otras regiones del mun-
do. La generalización de estas
medidas en otras organizaciones
regionales, llevaría consigo pro-
fundos efectos perversos que
podrían acabar con el derecho
de asilo en el mundo.

Con la propuesta se viene a
politizar la concesión del dere-
cho a solicitar asilo, contenido
en la Declaración Universal de
los Derechos Humanos. Según
la propuesta, tan sólo cabría la
posibilidad de tramitar la peti-
ción de asilo en los supuestos
siguientes: que un Estado miem-
bro proceda a la suspensión de
derechos fundamentales en su
territorio, que un Estado miem-
bro viole de manera continuada
los derechos fundamentales y

MAL PRECEDENTE

derecho al asilo de los na-
cionales de los Estados miem-
bros de la UE es el último co-
lofón a la restricción que sufre
este derecho en Europa.

A pesar de que se han intro-
ducido modificaciones a la pro-
puesta inicial, las tres orga-
nizaciones consideran que la
propuesta sigue, en esencia,
siendo la misma, dado que con-
tinúa manteniendo como princi-
pio que un ciudadano de un Es-
tado miembro no pueda solicitar
asilo en otro país de la UE.

Frente a esta posición, es
necesario reiterar, una vez más,
el principio derivado de la
Convención de Ginebra de que
todo solicitante, venga de don-
de venga, tiene derecho a que
su petición de asilo sea exami-
nada por el Estado firmante
por medio de un procedimien-
to rodeado de las debidas ga-
rantías como condición necesa-
ria para poder determinar su
estatuto de refugiado.

Insisten en que son los Esta-
dos los que constituyen parte
de la Convención de Ginebra y
no la UE como tal. Como afir-
ma el Comité de sabios en un
informe encargado por la pro-
pia Comisión Europea, en estos
momentos, la ciudadanía de la
Unión, definida en los artículos
8 y 8E del Tratado, carece de
sustancia. Dado que la ciu-
dadanía europea no existe, los
Estados miembros no pueden
utilizar su pertenencia a la UE
para eludir las obligaciones a
las que están sujetos conforme
a la legislación internacional de
Derechos Humanos.



---------ACTIVIDADES

EL ESCORIAL: JORNADAS SOBRE EL FUTURO
DE lA JURlSDICCION

José Antonio Alonso y Gurutz Jáuregui durante su intervención

Como se acordó en el
XI Congreso de Santander, Jue-
ces para la Democracia ha de-
cidido comenzar una reflexión
de cierto calado ideológico,
que en los momentos actuales
resulta casi imprescindible.

Con esta finalidad los pasa-
dos 27, 28 de febrero y 1 de
marzo, la asociación organizó
unas Jornadas en El Escorial en
las que cincuenta asociados
participaron y debatieron sobre
el futuro de la jurisdicción.

CONQUISTA DE LA
HUMANIDAD

Las Jornadas comenzaron
con la intervención de Fernan-
do Savater, que reflexionó en
voz alta sobre la "Posibilidad
de un liberalismo de izquier-
da", afirmando que el sistema
de Seguridad Social como siste-
ma universal es una conquista
moral de la humanidad. Como
tal, afirmó, no es de derechas
ni de izquierdas, sino un avan-
ce irrenunciable de la sociedad
moderna.

También en la primera jor-
nada, Antonio Baylos, catedrá-
tico de Derecho del Trabajo,

intervino sobre los "Derechos
Sociales". Baylos defendió el
valor democrático de la igual-
dad y el carácter esencial de
los sindicatos en el sistema po-
lítico democrático.

Durante la tarde se celebró
una mesa redonda sobre "la
oferta política" en la que parti-
ciparon Juan Ramón Capella,
catedrático de Filosofía del De-
recho, Antonio García Santes-

mases, diputado del PSOE y
Pedro Antonio Ríos, diputado
de Izquierda Unida.

DERECHO DE ASILO

José María Mendiluce, parla-
mentario europeo, habló sobre
"Sociedad civil y sociedad polí-
tíca", criticando la pretensiÓn
del gobierno de suprimir el de-

recho de asilo entre los países
de la Unión Europea,

Gurutz Jáuregui, catedrático
de Derecho Constitucional de
la Universidad del País Vasco,
disertÓ sobre "La CuestiÓn Na-
cional" defendiendo la posibi-
lidad de ejercitar el derecho de
autodeterminación en Euskadi,
derecho que, a su juicio, podía
perfectamente concluir en un
acuerdo de libre asociaciÓn o
confederación con el resto del
Estado español. También ref1e-
xiona sobre la creaciÓn de
nuevos estados nacionales y la
superaciÓnltransformaciÓn de
los estados nominales exis-
tentes por el proceso de inte-
graciÓn regional, evidente en
Europa.

También participÓ en las jor-
nadas el líder de Nueva
Izquierda y catedrático de De-
recho Constitucional Diego LÓ-
pez Garrido, que hab[() sobre
"La construcciÓn europea".

Por último Julio Segura, ce-
rró las jornadas con el tema "El
futuro del Estado Social", expli-
cando el denominado "sistema
chileno" de pensiones y la po-
sibilidad de que el actual siste-
ma tenga viabilidad financiera
con costes muy escasos.



EN LA PRENSA

DISPARAN CONTRA ELJURADO
José Antonio Martín pallín, Magistrado del Tribunal Supremo

Cuando Mikel Otegi disparó
contra los dos ertzainas que re-
sultaron muertos no sabía que al
mismo tiempo está disparando
contra la institución del jurado.

Después de su reinstauración
por imperativo del texto consti-
tucional, el modelo regulado
por la nueva Ley del Jurado (ju-
rado formado por ciudadanos)
había empezado a funcionar en
medio de la reticencia de los
técnicos y entre la indiferencia
de la mayoría de la opinión pú-
blica que, una vez pasados los
primeros fastos de cada locali-
dad, se olvidaba de sus activi-
dades en las segundas y sucesi-
vas actuaciones.

De repente, la polémica es-
talla y se alinean contra el jura-
do el oportunismo político de
los que ofrecen la solución de
los problemas a cambio de mo-
dificar las leyes y los ana listas
de situación que aprovechan la
inestabilidad y el temor de la
sociedad vasca para cargar
contra la institución.

La polémica no es nueva y
tiene sus antecedentes en épo-
cas pasadas, en las que la socie-
dad española se pronunciaba
dramáticamente a favor o en
contra del jurado. Una muestra
de esta polarización podemos
encontrada en las Memorias de
la Fiscalía del Tribunal Supremo
de primeros de siglo en las que
se observan posturas enfrenta-
das. El Fiscal de 1907 mantiene
en su Memoria que el jurado es
parte esencial del credo político
de los países avanzados. En Me-
morias coetáneas se afirma que
no es una institución esencial-
mente perjudicial para la recta
Administración de justicia y se
apunta que muchos defectos
son el fruto de una mala aplica-
ción de la ley y, en todo caso,
más accidentales que sustancia-
les. Afortunadamente no se ha
visto o leído en estos días postu-
ras tan radicales como la del Fis-

cal de 1890 que sostenía literal-
mente en contra del jurado que
"no tardaría en llegar el día en
que, acaso como medida de po-
licía e higiene, habría que supri-
mido sin que de él quedase otra
cosa que la maldición que sobre
su tumba echarían, poseídas de
horror, la generación presente y
las venideras". También el Fiscal
de 1921 aportaba su animadver-
sión personal hacia el jurado y lo
consideraba como "un enérgico
disolvente de la nacionalidad".

JURADO DE ESCABINOS

Aliado de posicionamientos
políticos, hemos podido leer
argumentos contrarios, de ca-
rácter técnico-jurídico que ana-
lizan, desde una perspectiva
científica, los posibles defectos
de la institución y su inadecua-
ción para dar respuesta a la
complejidad jurídica que encie-
rra la normativa moderna. Las
críticas más relevantes y pro-
fundas nunca llegan a propo-
ner la supresión del jurado, si-
no su sustitución por la
modalidad mixta conocida con
el nombre de jurado de escabi-
nos, en el que participan con-
juntamente jueces técnicos con
ciudadanos legos en derecho.
Ahora bien, conviene advertir
que todos los sistemas de esca-
binos conceden a la represen-
tación de los ciudadanos una
superioridad numérica respec-
to a los jueces profesionales,
con lo que, salvo que pense-
mos que los técnicos van a su-
gestionar o captar la voluntad
de los legos, nos encontrare-
mos con una mayoría ajena a
los complejos elitismos de los
depositarios del saber jurídico.

Es cierto que existen dificulta-
des para aislar el juicio de hecho
y el juicio de derecho, pero no
podemos olvidar que según
nuestra vigente Ley de Enjuicia-

miento Criminal, el objeto del
proceso penal no es otro que los
hechos que resulten del sumario,
por lo que el debate esencial que
debe desarrollarse ante los encar-
gados de emitir su veredicto (téc-
nicos o legos) debe discurrir en
tomo a los hechos. La cuestión
no es nueva ni ha surgido al hilo
de una nueva concepción sobre
el alcance del comportamiento
humano. En la Ley del Jurado de
1888 se encomendaba a los jura-
dos decidir, según su convicción
moral, libremente formada, sobre
la participación de los acusados
en los hechos que se les imputan
y en los hechos detenninantes de
la aplicación jurídica de las
circunstancias eximentes, ate-
nuantes o agravantes. Una juris-
prudencia constate de aquella
época establecía la necesidad de
una fórmula de culpabilidad co-
mo previa a la respuesta de los
jurados a las preguntas del tribu-
nal. El jurado tiene capacidad su-
ficiente para captar los elementos
materiales y los elementos mora-
les, o sea, los intencional es. Al fi-
nal de este debate, que ya se es-
tableció en el año 1810 en el
seno del Consejo de Estado Fran-
cés, debemos reconocer, como
entonces que "la distancia entre
el hecho y el derecho es quimé-
rica en la práctica".

PRETENDIDA INCAPACIDAD

La pretendida incapacidad de
los jurados para valorar los ele-
mentos probatorios que les han
sido exhibidos a lo largo del jui-
cio, no me parece un argumen-
to sólido para justificar la nece-
sidad de que los ciudadanos
legos sean asistidos y tutelados
por técnicos que les expliquen
cómo y en qué medida se debe
dar valor a la declaración de un
testigo o a las explicaciones de
un perito. Nos podemos encon-
trar con la paradoja de que for-
men parte de un jurado un mé-
dico que pueda comprender
mejor y más científicamente el
resultado de una autopsia o el
diagnóstico de un psiquiatra.

Por otro lado, los técnicos,
cuando nos queremos valer de la
prueba indirecta o indiciaria, te-
nemos que acudir para su valo-
ración a las reglas de la lógica, el
criterio de la razón humana y las
máximas de la experiencia. ¿Po-
demos afmnar que el patrimonio
de la lógica, la razón y la expe-

riencia lo ponemos en exclusiva
de los jueces profesionales? Por
el contrario, es posible que ten-
gamos que reconocer que los es-
pecialistas tenemos una cierta in-
capacidad para trasladar a un
lenguaje asequible, los concep-
tos que hemos elaborado en el
campo de la dogmática para
nuestro consumo interno.

La Ley del Jurado, en esos
momentos duramente cuestio-
nada, tiene algunos defectos
que han sido señalados, pero
hay que reconocer que, en ma-
teria de motivación de la prue-
ba, ha exigido a los ciudadanos
que expliquen cuáles son los
elementos probatorios que han
utilizado para declarar o para
rechazar determinados hechos
comprobados. Manifestar de
manera expresa si un testigo ha
sido más convincente que otro,
o si las confesiones del acusado
son concluyentes sobre su par-
ticipación en los hechos y sobre
su culpabilidad, es tarea que
pueden desempeñar perfecta-
mente, con mayor o menor
acierto, los jurados. En síntesis,
la determinación de la culpabili-
dad del sujeto enjuiciado no
consiste más que en señalar, si
el hecho por el que se le acusa
le puede ser atribuido. Como di-
ce un destacado penalista espa-
ñol, no existe una culpabilidad
en sí, sino una culpabilidad por
el hecho antijurídico y el hecho,
es cuestión exclusiva del jurado.

Creo que es necesario dejar
que las aguas se remansen y ob-
servar lo acontecido con un cier-
to distanciamiento. No conviene
actuar impulsado por las urgen-
cias derivadas de un episodio
alarmante que tiene sus motiva-
ciones en elementos extraños a
la problemática del jurado. Fijé-
monos en la composición socio-
política de la sociedad vasca en
general y de la guipuzcoana en
particular, y ahí podemos encon-
trar la clave de este suceso des-
graciado que nada aporta a la
bondad o maldad del jurado. Si
el veredicto se anula, y se de-
vuelve la causa para celebrar un
nuevo juicio, tendremos ocasión
de comprobar que los males no
son los de la Ley del jurado, si-
no los que provienen de unas
circunstancias históricas, socioló-
gicas y políticas que serían te-
merarias no tener en cuenta.

(El País, 19 marzo de 1997)
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---------ACTIVIDADES

AVllA: ESTADO
DE DERECHO Y

DERECHOS
HUMANOS

Organizadas por la Funda-
ción Cultural Santa Teresa y la
Escuela de Práctica Jurídica de
Avila, con la colaboración de
Jueces para la Democracia y
la Caja de Ahorros de Avila, se
ha desarrollado el 4.2 Curso
de Temas de Derecho Consti-
tucional bajo el título "Algu-
nas cuestiones sobre el Estado
de Derecho y los Derechos
Humanos".

Las jornadas han tenido lu-
gar en Avilalos días 24 a 26 de
abril, como curso de primavera
dirigido a unos 60 profesiona-
les del Derecho, alumnos de 4.2
y 5.2 de licenciatura y antiguos
alumnos de la Escuela de Prác-
tica Juridica. Su objeto era dis-
cutir sobre las garantías de los

1- . - [- I
FUNDACION CUL rURAL

SANTA TERESA
ESCUELA DE PRÁCTICA JUA10lCA DE ÁVILA

derechos humanos en el Esta-
do de Derecho, tanto en su di-
mensión constitucional como
en su aplicación práctica.

Este año se ha dado espe-
cial importancia a la dimensión
internacional de la protección
de los derechos humanos y su
garantía en el ámbito europeo
y latinoamericano. Así intervi-
nieron Enoch Alberti Rovira,
profesor de Derecho Constitu-
cional de la Universidad de
Barcelona sobre "LosDerechos
Fundamentales en la Unión
Europea", el magistrado co-
lombiano Antonio Suárez Ni-
ño, con el tema "Una expe-
riencia de irrespeto a los
derechos humanos: la impuni-
dad en Colombia" o el magis-
trado de la Audiencia Nacional
José Ricardo de Prada Solaesa
sobre "El Espacio Judicial Pe-
nal Europeo y la Protección de
los Derechos Humanos".

También participaron como
ponentes Carlos López Keller,
magistrado del TSJ de Galicia,
José Ramón Serrano Piedeca-
sas, prof. de Derecho Penal de
la Universidad de Salamanca,
Ramón Sáez Va1cárcel, vocal
del CGPJ,Juan Ramón Capella,
profesor de Filosofía del Dere-
cho de la Universidad Central
de Barcelona, José Antonio
Alonso, magistrado y portavoz
de JpD, Joan E. Garcés, aboga-
do y Luis Carlos Nieto, juez,
profesor de la UNEDy director
del curso.

PUBllCACIONES

Las conclusiones de las
I Jornadas sobre la situa-
ción de la administración
de justicia en Catalunya,
organizadas por Jueces pa-
ra la Democracia, han sido
publicadas recogiendo las
ponencias y conclusiones
adoptadas.

El libro recoge el traba-
jo realizado por la Sección
Territorial de Catalunya de
Jueces para la Democracia
en Sitges durante los días
7, 8 Y 9 de marzo de 1996.

En la publicación se
analiza la "Problemática de
la Jurisdicción Contencio-
so-administrativa en el ám-
bito de la Comunidad Au-
tónoma de Catalunya", por
Celsa Picó, la "Audiencia
Provincial de Barcelona",
por Josep M. Pijoan Cana-
dell, "Los Juzgados de Ins-
trucción de Barcelona ciu-'
dad" por Montserrat Comas
d'Argemir y Ramón Maciá y
"Los Juzgados de 1.ª Ins-
tancia de Barcelona ciu-
dad" por Estrella Blanes y
Marta Rallo.

También recoge "Refle-
xiones sobre la problemá-
tica de los asuntos de fa-
milia" por Joaquín Bayo,
recientemente elegido De-
cano de Barcelona, "Los
Juzgados mixtos" por José
María Fernández y Asun-
ción Oiza, un "Análisis de
la situación de los Juzga-
dos Penales en Catalunya",
por Araceli Aguaviva, "Los
Juzgados Sociales" por Ma-
tilde Aragó y "Los Juzga-
dos de ejecución de lo So-
cial" por Angel María
Echevarría.

Analizan "Los Juzgados
de Vigilancia Penitencia-
ria" Remei Bona y Antonio
Rotger, "La situación actual
de los Juzgados de Meno-
res" Mireia Ríos y "Litigio-
sidad y Seguridad Social:
propuestas de reforma"
Fernando Salinas.

También estudia "El uso
del catalán en los tribuna-
les" Santiago Vidal, "Me-
dios personales y de orga-
nización de la oficina
judicial" Nuria Cleries y Sil-
via Ventura y "Medios ma-
teriales" Ramón Macia.

JpD APOYA EL CONGRESO
DE ''JUECES DE PUEBLO"

Diversos jueces de localidades de escaso número de juz-
gados están promoviendo la convocatoria de un congreso
de "Jueces de pueblo" que analice la situación especial de
la justicia en estas pequeñas ciudades.

Jueces para la Democracia ha apoyado desde el primer
momento esta iniciativa y es uno más de los firmantes del
manifiesto que dichos jueces han dirigido al CGPJ para que
se convoquen unas jornadas que permitan estudiar sus pro-
blemas y posibles soluciones.

La guardia de los jueces únicos, respecto de la que noso-
tros también reclamamos tengan descanso dos fines de se-
mana a partir del viernes al mediodía, los abandonos prolon-
gados para realizar la Prestación Social Sustitutoria cuando el
resto de los funcionarios la pueden compatibilizar con su tra-
bajo, la no remuneración de la disponibilidad en las guardias
a diferencia de los funcionarios, son problemas comunes.

También podrían estudiarse en ese foro la ausencia ge-
neralizada del Fiscal, la inexistencia de peritos para pericias
elementales, la falta de servicios de asistencia y acogida, las
dificultades para los traslados en internamientos ...

y en el orden civil la dificultad para las notificaciones, la
ausencia sistemática de letrados de capitales en actos pro-
cesales básicos, la falta de medios elementales, servicios de
orientación, tardanza en la asistencia jurídica y tantos otros.

Creemos que esta iniciativa merece ser muy tenida en
cuenta por lo que el Secretario de Jueces para la Democra-
cia ha expresado su completo apoyo a esta iniciativa.

LA SALA DE GOBIERNO DE
CANTABRIA NOTIFICARA SUS

ACUERDOS A LAS
ASOCIACIONES JUDICIALES

A iniciativa de la Sección Territorial de Cantabria de Jue-
ces para la Democracia, la Sala de Gobierno del TSJ de esa
comunidad ha decidido que los acuerdos que se adopten
por dicho órgano sean comunicados a los representantes de
las asociaciones judiciales en el territorio.

La sección territorial de JpD trasladó el acuerdo adopta-
do en su última reunión de abril a la Sala de Gobierno a tra-
vés de sus representantes electos, aprobándose en la sesión
de la Sala del pasado 5 de mayo que sus acuerdos se co-
muniquen a los portavoces de cada asociación.

De los cuatro miembros electivos del TSJ de Cantabria
dos son de Jueces para la Democracia, uno de la Asociación
Francisco de Vitoria y otro no asociado, por lo que las aso-
ciaciones "beneficiadas" serán la Asociación Profesional de
la Magistratura y la Unión Judicial Independiente, sin repre-
sentantes electivos.

De esta manera se adopta una iniciativa que JpD viene
reclamando se generalice para democratizar el funciona-
miento de las Salas de Gobierno y contribuir a su transpa-
rencia y control.



ESCUELA JUDICIAL

SOBRE lA ULTIMA PROMOCION DE JUECES
Edmundo Rodriguez Achútegui

Juez de 1ª Instancia e Instrucción Laredo (Cantabria)

Hace unas semanas acudí a
la Escuela Judicial para partici-
par con representantes de otras
asociaciones judiciales en una
mesa redonda sobre el aso-
ciacionismo judicial. En aquella
ocasión tuve ocasión de cono-
cer a algunos alumnos de la úl-
tima promoción con los que he
mantenido contactos periódicos.

Desde entonces hay varias
cuestiones que les preocupan y
que por ser coincidentes quere
exponer con ánimo constructi-
vo y con la intención de que
en el futuro se mejore el plan-
teamiento del trabajo formativo
de la escuela, puesto que a es-
ta promoción le ha tocado ser
pionera en una nueva etapa de
su funcionamiento, con todas
las ventajas que reportan sus
magníficas instalaciones pero
con todos los inconvenientes
que trae consigo ser sus prime-
ros alumnos.

Una de las primeras preocu-
paciones en las que coinciden
es la falta de formación práctica.
Algunos profesores vuelven al
sistema de clase magistral que
se quería superar. No obstante
es cierto que hasta la fecha no
se habían iniciado las visitas a
los juzgados ni las estancias que
deberían matizar esa sensación.
Pero apuntado queda.

CALENDARIO
DETERMINADO

Relacionado con lo anterior
he constatado un problema de
planificación en el que coinci-
den todos aquellos compañeros
de la escuela con los que ha ha-
blado: la inexistencia de un ca-
lendario que permita a la actual
promoción hacerse una idea de
cuál va a ser su situación futura.
Esa carencia me asombra, pues

cuando hace seis años pasé por
el mismo trance conocía desde
el primer momento cuánto iba a
durar el curso, en qué fechas me
incorporaría a las prácticas en un
juzgado mixto y, con cierta apro-
ximación, cuándo iba a finalizar
todo el proceso de formación.

La actual promoción no lo
sabe. De hecho, hasta primeros
de mayo no ha tenido conoci-
miento de la fecha de las es-
tancias y fase de preparación
práctica. Y a estas alturas toda-
vía desconocen hasta cuándo
permanecerán en la escuela.

FALTA DE INFORMACION

Puede que haya existido falta
de información suficiente o una
defectuosa comunicación que ha
creado incertidumbre a los inte-
grantes de la última promoción
judicial. De hecho, una de las crí-

ticas que más se repiten entre los
alumnos es la falta de informa-
ción sobre datos elementales en
esta u otras materias.

Sea cual sea el problema, lo
evidente es que no puede su-
marse a otros temores o inquie-
tudes más o menos fundados, el
de la falta de conocimiento de
las fechas en que van a iniciar
cada fase y su duración. No
creo que nadie considere sin
importancia cuestiones como la
del alojamiento, duración de los
alquileres, organización de la
vida familiar... Desde luego los
jueces de la escuela sí están
preocupados por ellas.

Los alumnos que ahora termi-
nan su formación merecen el
respeto que supone una infor-
mación concreta sobre su futuro.
y además, que sean escuchadas
y atendidas algunas quejas con
sobrado fundamento.

Laredo, 12 de mayo de 1997

JpD REClAMA TODAS lAS PLAZAS VACANTES
PARA LOS ALUMNOS DE lA ESCUElA

Juzgados de Plasencia

El Comité Permanente de
Jueces para la Democracia,
máximo órgano entre Con-
gresos, celebrado los pasados
9 y 10 de mayo, ha decidido
apoyar la petición que nume-
rosos alumnos de la Escuela
Judicial nos plantearon para
reclamar al CGPJ que se les

ofrezcan todas las plazas va-
cantes.

La petición se basa en la
constatación del gran número
de juzgados que en la actuali-
dad carecen de titular, mu-
chos de los cuales, al parecer,
no iban a ser ofertados a la
nueva promoción que en la

actualidad se encuentra en
Barcelona.

Jueces para la Democracia
entiende que cualesquiera
que sean las dificultades téc-
nicas que pueda entrañar la
decisión, el ofrecimiento de
los Juzgados sin titular es una
buena medida que evitará
traslados futuros, con el con-
siguiente trastorno para el
funcionamiento de la justicia.

Además la preparación de
los alumnos de las actuales
promociones de jueces, bien
prolongada en el tiempo, la
reforma del programa de es-
tudios y la formación práctica
que se imparte supondrá un
nivel de formación que les fa-
culta sobradamente para
atender cualquier juzgado.

NO A lA RESERVA

Por esa razón mantener re-
servados algunos órganos ju-

risdiccionales para jueces de
provisión temporal es inacep-
table. Entendemos que debe
hacerse un esfuerzo por redu-
cir al máximo la justicia interi-
na, y al tiempo, que la exis-
tencia de buenos jueces de
provisión temporal no implica
su permanencia en un destino
determinado.

En definitiva, sería una
buena política que se oferta-
ran todas las plazas a las pro-
mociones de la escuela judi-
cial y aquéllas que quedaran
libres fueran cubiertas por al-
guno de los mecanismos pre-
vistos en la LOP).

El esfuerzo que están reali-
zando los jueces alumnos de
la escuela judicial y los dere-
chos de los ciudadanos usua-
rios del servicio público que
es la justicia, merecen el re-
conocimiento por el CGPJ y
el ofrecimiento de todas las
plazas que carecen de titular.
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LOS JUECES ANTE EL DERECHO DE HUELGA
F.Javier Sánchez Pego

Presidente TS] Cantabria

Javier Sánchez Pego, presidente TSJCantabria

DERECHOS JUDICIALES
COLECTIVOS Y HUELGA

En el número anterior de es-
te boletín analizaba Ricardo
Bodas la necesidad de una ne-
gociación colectiva entre las
asociaciones judiciales, hacien-
do notar la irrazonable preteri-
ción de las asociaciones por el
Ministerio de Justicia. Esta si-
tuación induce a replantear la
oportunidad de que nuestra
exigencia negociadora sea ga-
rantizada por el derecho de
huelga.

La huelga es el arma última
que necesita el interlocutor so-
cial para obtener éxito en la ne-
gociación colectiva. Sin ella (sin
su posibilidad, más precisamen-
te), las pretensiones de los asa-
lariados quedarán a mt./ced del
mayor o menor paternalismo
del empleador. Quiero aclarar
preliminarmente, al recordar tan
elementales ideas laboralistas,
mi convición de que cuanto el
artículo 28.2 de la CE reconoce
"el derecho de huelga de los
trabajadores" se refiere a los de
régimen laboral.

Sin embargo, al haber hecho
fortuna la interpretación exten-
siva a los servidores de la fun-
ción pública, no cabe excluir a
ningún estamento profesional
afectado de heteronomía eco-
nómica y organizativa (jueces,
fiscales, militares ...) porque re-
sultaría discriminatoriamente
desprovisto del medio de "de-
fensa de sus intereses" que es
para lo que dice la CE que sir-
ve la huelga.

LEGALIDAD DE lA
HUELGA DE JUECES

La idea primera es que un
derecho fundamental que no
está expresamente excluido,
como ya expuse, debe consi-
derarse atribuido. El siguiente
paso consiste en negar que el
derecho de huelga esté condi-
cionado al de sindicación: las
asociaciones judiciales no son
ateneos jurídicos, sino que han
de cumplir la función parasin-
dical de representación colecti-
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va que tiene atribuida legal-
mente.

El malogrado proyecto de
Ley Orgánica de Huelga de
1992/93 reavivó la polémica,
en la que participé con una
ponencia en un curso del CGPJ
titulado "El nuevo régimen jurí-
dico de la huelga y el cierre pa-
tronal". Reproduciré, en muy
apretada síntesis, algo de lo
que entonces dije.

El derecho de huelga no pue-
de sernos negado a los jueces
por ser titulares de un poder del
estado, ya que no lo somos. La
desmitificación es bien sencilla:
esa titularidad corresponde al
pueblo español, del que "ema-
nan" tales poderes y en el que
"reside" la soberanía (art. 1.2 CE),
sin que los jueces seamos sino
administradores "integrantes" del
poder judicial (art. 117.1).

Pero lo que importa no es
esa teoría sobre la titularidad
de un poder del Estado, sino el
poder común que realmente se
tenga a los efectos de que aquí
se trata, que es la satisfacción
de los intereses profesionales.
En este punto considero clarifi-
cador denunciar la subcons-
ciente confusión entre el poder
decisorio sobre asuntos ajenos,
que tenemos los jueces a través
de los procesos, y sobre asun-
tos profesionales colectivos
propios, del que carecemos
por completo. El poder judicial
es heterónomo económica-
mente y hasta en parte organi-
zativamente: el Ministerio de

Justicia administra el presu-
puesto necesario para desem-
peñar las funciones judiciales y
del mismo depende el denomi-
nado personal al servicio de la
Administración de Justicia. ¿En
qué se asienta, entonces, la su-
puesta posición privilegiada de
poder de los juees? Más especí-
ficamente ¿cómo pueden, no
ya satisfacer, sino encauzar si-
quiera sus aspiraciones profe-
sionales colectivas'

La única respuesta aceptable
es la atribución de los derechos
de negociación colectiva y de
huelga a los jueces en los mis-
mos términos que a los demás
estamentos de la función públi-
ca, carentes de la potestad de
autorregulación profesional.
Con mucho menos esfuerzo
del necesario para considerar
trabajadores por cuenta ajena a

los funcionarios, puesto que
concurren en su relación de
servicios cuantas notas confi-
guran tal condición. De lo con-
trario, los pretendidamente pri-
vilegiados jueces vendrán a ser
unos súbditos de la dictadura
administrativa, sea cual fuere el
grado de paternalismo con que
la Administración dicte su vo-
luntad. Y así es como estamos.

SIGNIFICADO Y
RESTRICCION DE lA
HUELGA JUDICIAL

Una huelga es útil solamen-
te cuando las circunstancias de

su ejercicio le confieren su
esencial carácter de medida de
presión. Esta obviedad condu-
ce a dos primeras observacio-
nes: la despreocupación de los
ciudadanos y de la Administra-
ción por los escasos efectos
materiales de una breve inacti-
vidad judicial (que se produce
absurdamente "ex lege" todos
los años en el mes de agosto) y
su paradójica incidencia sobre
los propios huelguistas. Desde
estas perspectivas, la huelga ju-
dicial parece inútil.

Pero la trascendencia de la
huelga de jueces es de distinta
índole. Es claro que se contem-
plaría públicamente con asom-
bro el ejercicio de un derecho
tan obrero por quienes parece
que no debieran verse nunca
en la tesitura de ejercitarlo. Y
esta es la cuestión, precisamen-
te: si se dan las condiciones
compelentes a una situación de
huelga judicial será ostensible
un punto negro de nuestro Es-
tado de Derecho, por ausencia
de la autonomía económica y
administrativa plena que debie-
ra tener el Poder Judicial y de
la especial sensibilidad con
que la Administración tendría
que suplir ese defecto institu-
cional.

Tal es la verdadera signifi-
cación cuasi-política de la
huelga judicial, y no la com-
pulsiva privación inmediata de
bienes o productos que otras
huelgas comportan. En ello re-
sidirían la gravedad y la fuerza
del anuncio de tal posible
huelga, pero también la res-
ponsable autolimitación de su
poco probable ejercicio. Creo
haber traducido así una opi-
nión muy generalizada de los
jueces en esta materia: el de-
recho de huelga debe series
reconocido por no ejercitado.
Más exactamente diríamos que
se extrema la "ultimidad" co-
mún del recurso de huelga,
sin que pueda ser desconocida
su licitud.

Finalmente. la unidad de cri-
terio es previa la de acción en-
tre las asociaciones, aún más
necesaria en esta materia que
en la negociación colectiva.



JUSTICIA DISCRIMINA A LOS JUECES
EN LAS GUARDIAS

Los problemas del nuevo
sistema de guardias en materia
de seguridad, locales inadecua-
dos, no regulación del descan-
so, ausencia del Fiscal y falta
de remuneración de los jueces
fueron enumerados en el ante-
rior boletín de Jueces para la
Democracia.

La asociación ha trasladado
al CGPJ y Ministerio de Justicia
su posición y algunas, como la
ausencia del forense o la falta
de acuerdo con los sindicatos
de funcionarios, han sido re-
sueltas, igual que las medidas
de seguridad en casos puntua-
les.

Jueces para la Democracia
sigue entendiendo que el siste-
ma de guardias es beneficioso
para el ciudadano, los profe-
sionales del derecho y la admi-
nistración de justicia y contri-
buirá a reducir los tiempos de
espera de los detenidos.

PROYECTO DE ORDEN

El Ministerio de Justicia, tras
las numerosas quejas y recla-
maciones que se le han plante-
ado entre otros por Jueces pa-
ra la Democracia, ha admitido

que la ampliación de horario
que supone el nuevo Regla-
mento de Aspectos Accesorios
de la Administración de Justicia
en materia de guardias obliga a
remunerar también a los jueces
que la realizan.

Tras negociar con los sindi-
catos de funcionarios la remu-
neración de éstos, ha presenta-
do al CGPJ un proyecto de
orden ministerial en la que pre-
tende retribuir a los Jueces que
realicen la guardia dos puntos
menos que a los funcionarios.

No es que el Ministerio
quiera que los Jueces perciban
una remuneración mayor, co-
mo parece evidente dada la su-
perior responsabilidad, forma-
ción técnica y la imposibilidad
de delegar sus funciones (co-
mo el Secretario) o turnar su
presencia (como los funciona-
rios).

SIN AUDIENCIA

Lo que pretende es que los
jueces ni siquiera cobren lo
mismo que los agentes, auxilia-
res, oficiales, secretarios y fo-
renses, sino dos puntos menos.
Por cierto, que como siempre,

ni siquiera se ha dignado con-
vocar u oír a las asociaciones
judiciales sobre el proyecto.

Por si fuera poco la orden
regula el abono desde su pu-
blicación, de modo que ni si-
quiera concede carácter retro-
activo a la retribución desde el
1 de septiembre de 1996, fecha
desde la que viene prestándose
el servicio, o desde ell de ene-
ro de 1997, desde la que sin
embargo se retribuye a los fun-
cionarios conforme a la OM de
21 de febrero de 1997 (BOE de
5 de marzo).

Los límites de la sinrazón se
sobrepasan definitivamente
con la pretensión de que los
jueces de localidades de tres o
menos juzgados sencillamente
no perciban ningún emolu-
mento por su disponibilidad,
cuando para los funcionarios sí
pactó esa remuneración.

APOYO AL CGPJ

Por esa razón Jueces para la
Democracia ha apoyado la de-
cisión del CGPJ en la que, de
acuerdo a la propuesta del vo-
cal Ramón Sáez Valcárcel, se
informa desfavorablemente el

proyecto de orden precisamen-
te por los tres motivos indica-
dos.

El Secretariado de nuestra
asociación estima inaceptable
el proyecto en tanto no se ga-
rantice una retribución al me-
nos igual que la del resto de
los funcionarios de la adminis-
tración de justicia, con efecto
retroactivo desde el 1 de sep-
tiembre de 1996 y con inclu-
sión de los jueces de localida-
des de uno a tres juzgados.

Desde aquí, de nuevo, lla-
mamos a las demás asociacio-
nes judiciales para que se su-
men a estas reclamaciones que
tratan de evitar que se consu-
me esta inadmisible discrimina-
ción salarial.

Si finalmente el Ministerio
de Justicia, que tras un ano de
gobierno sólo puede presentar
como gestión un borrador de
anteproyecto de Ley de Enjui-
ciamiento Civil, apresurada-
mente remitido a finales de
abril, aprueba la orden tal y co-
mo está proyectada o la archi-
va en un cajón, habrá que pen-
sar que finalmente, ha llegado
la hora de movilizaciones que
contesten su incapacidad. Oja-
lá no sean precisas.

PROXIMO VERANO: CURSO EN EL
ESCORIAL

Nombre: .
Apellidos:
Dirección: .
Localidad:
Provincia: .

Los prox¡mos 4 a 8 de
agosto dentro de los cursos
de verano de la Universi-
dad Complutense se reali-
zará, dirigido por José An-
tonio Alonso, portavoz de
JpD, el denominado "El sis-
tema judicial español: un
compromiso con el inme-
diato futuro". Participará
Clemente Auger (Audiencia
Nacional), José Rivas, secre-
tario general técnico de
JpD, J. R. Capella (UC Bar-
celona), A. García Santes-
mases (diputado PSOE),

Manuela Carmena (vocal
CGPJ), Joan Cremades (Au-
diencia Barcelona), José Ri-
cardo de Prada (Audiencia
Nacional), J. A. Martín Pa-
llín (magistrado TS), L. Va-
rela (Audiencia Ponteve-
dra), J. L. Díez Ripollés (U.
Málaga), G. Albiac (U.
Complutense), Raquel Bláz-
quez (juez), L. C. Nieto
(juez), Bonifacio de la Cua-
dra (El País) y Margarita Ro-
bles (Audiencia Nacional).
Información: (91) 543 26
52, 543 48 65, 543 20 12.

StO desea más información sobre Amnistía Internacional
llame al (91)531 2509, o envíe este eupón a el Gran Vía,6.
28013. Madrid. Fax: 531.71.14
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INTERNACIONAL

ASALTO Y LIBERACION DE REHENES
EN lA EMBAJADA DE JAPON EN LIMA

A una semana del asalto y liberación de
los rehenes de la embajada de Japón en li-
ma por las Fuerzas Armadas Peruanas y
pasadas las primeras declaraciones triunfa-
listas y sensacionalistas de los primeros
momento, Jueces para la Democracia quie-
re comunicar su opinión sobre est86 acon-
tecimientos con la serenidad precisa y des-
de la óptica de la defensa y promoción de
los Derechos Humanos Universales:

Primero.-La toma de rehenes atenta
contra los derechos de toda persona a la
vida, a la libertad y a la seguridad, tal co-
mo establecen los artículos 3 de la De-
claración Universal de Derechos Huma-
nos (10 de diciembre de 1948) y 6'º y 9.º
del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos (19 de diciembre de
1966), y el repudio internacional a esta
práctica ha llevado a la promulgación de
la Convención Internacional contra la to-
ma de rehenes (17 de diciembre de
1979). Estos motivos éticos y jurídicos ha-
cen probable e ilegítima la toma de rehe-
nes en la embajada japonesa por el Co-
mando del Grupo Guerrillero MRTA al
mando de Néstor Cerpa Cartollini, 72 de
los cuales han permanecido cuatro meses
privados de su libertad.

Segundo.-Sentado lo anterior, hemos
de hacer las siguientes valoraciones so-
bre las consecuencias de la forma de re-
solverse el secuestro, y la situación y vio-
lación de los Derechos Humanos en el
Perú que de la crisis de la embajada ha
dejado patentes ante la Comunidad Inter-
nacional y que las Organizaciones de De-
rechos Humanos viene denunciando sis-
temáticamente:

a) Existencia de un régimen peniten-
ciario de facto incompatible y atentatorio
contra los principios universales y conve-
nios internacionales sobre la materia. La
existencia de las denominadas "cárceles
tumbas" en las que los presos permane-

cen casi la totalidad de la jornada a varios
metros de profundidad y con una mínima
e insuficiente comunicación con el exte-
rior es una práctica que, además de ser de
un rigor innecesario, viola el derecho a la
dignidad humana del que es acreedor to-
da persona acusada o condenada por un
delito y en todas las etapas del proceso
penal. Este derecho al respeto a la digni-
dad humana es consagrado en el artículo
5 de la Declaración Universal de Derechos
Humanos, en el artículo 1 de la Conven-
ción Internacional contra la tortura y otros
tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes.

b) Enjuiciamiento y proceso de los
imputados en un delito mediante la deno-
minada 'justicia sin rostro", que permite
la instrucción y condena por los "fiscales
y jueces sin rostro", quienes mantienen el
anonimato durante todo el proceso, sien-
do posible y frecuente la condena basada
en pruebas testificales obtenidas de testi-
gos anónimos. El procesado no tiene co-
nocimiento de la identidad del fiscal que
le acusa, del juez que lo juzga o del testi-
go que refiere pruebas de cargo en las
que se fundamenta posteriormente su
condena. En el Perú el "juez sin rostro"
puede ser un miembro de las Fuerzas Ar-
madas, práctica a todas luces atentatoria
contra los principios de independencia e
imparcialidad de los jueces y tribunales
consagrados en el artículo 14 del Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos
citado y artículo 8 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos que re-
coge el derecho de toda persona a ser oí-
da ante un juez independiente e
imparcial, convirtiéndose esta jurisdicción
en un instrumento de represión e intimi-
dación de la protesta social y de elimina-
ción de la oposición política.

c) Persecución e intimidación de fa-
miliares, amigos y personas relacionadas

con los miembros del grupo guerrillero. Si
las dos anteriores violaciones de los de-
rechos humanos son graves, especial-
mente significativa y demostrativa del ca-
rácter autoritario y dictatorial del actual
régimen político peruano es la persecu-
ción iniciada a instancias del presidente
de la República contra estas personas
vinculadas por lazos de familiaridad o
amistad con los integrantes del comando.

Tercero.-La Comunidad Internacional
ha de felicitarse por la liberación de los
rehenes, pero no puede seguir permane-
ciendo impasible ante las prácticas de-
nunciadas y menos mantener políticas de
complacencia con un régimen político
ilegítimo y violatorio de los derechos hu-
manos, basado en reducir las libertades a
su mínima expresión manteniendo a su
vez altas cotas de impunidad incompati-
bles con el derecho internacional.

Cuarto.-Las imágenes del presidente
Fujimori junto al cadáver de Cerpa Carto-
llini que han dado la vuelta al mundo
evidencian el triunfo de la cultura de la
violencia frente a la del respeto de los
derechos humanos para todas las perso-
nas, agravado por el hecho de las presio-
nes de los Estados Unidos y otros países
que propugnaron en todo momento una
solución militar y violenta de la crisis,
volviendo a una nueva versión de lo que
fue la doctrina Reagan de la Seguridad
Nacional que considera a los países lati-
noamericanos inmersos en una "guerra
interna", que tantos miles de muertos y
desaparecidos ha fundamentado. Una
vez más ha venido la solución más trági-
ca y violenta frente a otras muchas posi-
bles más acordes con la cultura de la paz
y de los derechos humanos que esta aso-
ciación propugna.

Madrid, 30 de abril de 1977

ARRESTO DE REINALDO VILLALBA
La Asociación Jueces para la Democracia ha participado en distintos estudios y trabajos en colaboración con el Colectivo de

Abogados José Albear Restrepo de Bogotá y en concreto en la última misión sobre la justicia regional, hemos sido acompañados
por el doctor Reinaldo Villalba, conocido defensor en toda Europa de los derechos humanos. Su colaboración en la misión jun-
to con su gran formación jurídica fue fundamental para el desarrollo de la misma.

Nos ha llegado la preocupante noticia de su arresto en el día de ayer, sin que conozcamos en el momento presente cuál sea
su situación personal y legal. Nos sorprendería mucho que el doctor Villalba, conocido por su compromiso y defensa de los de-
rechos humanos haya participado en alguna acción que no estuviera encaminada a la defensa de estos derechos, por lo que so-
licitamos sea aclarada de forma urgente.

La Asociación Jueces para la Democracia expresa su total solidaridad en estos momentos con el doctor Reinaldo Villalba por
su compromiso en la causa y vigencia de los derechos humanos y el derecho humanitario en Colombia, y solicita su libertad in-
mediata.

Madrid, 14 de marzo de 1997
Luis Carlos Nieto Carda. juez de 1.9 Instancia e Instrucción de Piedrahita (Avila)

Secretariado de jueces para la Democracia
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ENTREVISTA

MANUELA CARMENA, VOCAL DEL CONSEJO
GENERAL DEL PODER JUDICIAL

'Vebemos asumir desde el Consejo que para lograr
un mejor funcionamiento de la justicia es necesario

establecer cauces de comunicación
que permitan la circulación de proyectos ... "

"Somos un servicio público
imprescindible en estas sociedades tan

complejas y diversas"

Manuela Carmena, dieciséis
años como juez, asociada de
'Jueces para la Democracia ",
es vocal de CGPjdespués de ha-
bersido decana de losjuzgados
de Madrid. Le hemos pedido su
opinión sobre la justicia y el
CGP].

Pregunta.-Del Decanato
de Madrid has pasado al CGP].
¿Desdeel consejopueden resol-
verseproblemas con la efectivi-
dad que se hacía desde el De-
canato?

Así debería ser. Quiero decir
que el Consejo, que es el órga-
no de gobierno del Poder Judi-
cial, debería asumir como tarea
propia el mejor funcionamien-
to de la justicia yeso significa
resolver los problemas que im-
piden o dificultan ese objetivo.

P-¿No te parece que existe
falta de comunicación del
CGPjcon losjueces?

Por supuesto que sí, pero es-
ta incomunicación hay que rela-
cionada con la tarea de gobier-
no que ha de desempeñar el
Consejo. Debemos asumir des-
de el Consejo que para lograr
un mejor funcionamiento de la
justicia es necesario establecer
cauces de comunicación que
permitan la circulación de pro-
yectos y de problemas. Sólo
puede funcionar bien la gestión
política si hay participación en-
tre gobernantes y gobernados.

P-¿Qué valoración haces
de estos primeros meses del
CGPj?

Me sorprende sobre todo la
falta de preparación para la
gestión de un órgano que se
define como de gobierno.

P-¿Y cuál crees que es la
función del CGPjpara elfutu-
ro?

Me parece que ya ha queda-
do contestado, pero quizá con-
viene que aclare que la garan-
tía de independencia que el
Consejo debe asegurar a los
jueces no puede entenderse
como privilegio de una corpo-
ración profesional ni como una
exigencia de la función de juz-
gar que nos obliga a ser terce-
ros independientes en los liti-
gios que debemos solucionar.

P-¿'Cómo puede lograrse
que la escuela judicial forme
verdaderos juristas comjJrome-
tidos con la ConstituciÓn y la
democracia?

Siempre pensé que la escue-
la debía estar concebida a tra-
vés de los jueces adjuntos. Es
decir, una vez aprobados los
ejercicios teóricos de la oposi-
ción se debería vivir un real
proceso de selección como
juez adjunto. La escuela la con-
cibo como totalmente descen-
tralizada y vinculada a las ex-
periencias prácticas de los
juzgados, vamos, como la de
los médicos internos en los
hospitales.

P-Por último, como hace-
mos siempre, te pedimos un
consejopara un juez nuevo.

Para mí la profesión de juez
es una actividad pacificadora.
La tarea del juez es solucionar
los conflictos, pacificar los liti-
gios, en fin sobre todo, no ol-
vidar que somos un servicio
público imprescindible en es-
tas sociedades tan complejas y
diversas.
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MAGISTRATU MAlIARAKO
DERRIGORREZKO IGOERAREN KONTRA

Bilboko gau eta eguneko epaitegia

Gure Elkartea behin haino
gehiagotan epaile/magistratu
mailak desagertzearen alde
azaldu da. Dena den, asmo ho-
ri lege bihurtzen den bitartean,
epaileak magistratu mailara de-
rrigorrez igotzearen kontra
azaldu behar dugula deritzot
eta bide batez igoera horren
oinarri legala berehala alda-
tzen saiatu beharko genuke;
hau da: Botere Judizialaren Le-
ge Organikoko 311 artikuluare-
nao

ONDORIO
KALTEGARRIAK

1kuspuntu sindikal batetik,
lanpostutik nahitaez eraldatua
izateak -gero bi urte egoteko
beste aldaketa bat eskatu ahal
izateko--- egoera pertsonal eta
familiarrari eta funtzionariaren
eskuhideei zentzu negatibo ha-
tea n eragiten die. Gainera, az-
ken urteotan, magistratu mai-
lan hutsune gutxiago sortu
direla eta, Botere Judizialaren
Kontseilu Nagusia igoerak lan-
postu gutxiko multzoetan egi-
ten ari da -1996. urteko ba-
tazhestekoa konkurtsoko 12
lanpostuetakoa izan da-, inte-
resatuen aukerak gutxituz eta
nahi ez den destino batera hi-
dalia izateko posibilitateak
gehituz. Eta BJLO-ko aipatuta-
ko artikuluan, 1994.eko erre-
formak sartutako luzapenek
gutxi leuntzen dute egoera hau
-1996. urtean, 91 epaile era-
gindakoetik, bakarrik seik es-
katu dute prorroga- derrigo-
rrezko igoera ezinbestekoa
izango delako hiru luzapen po-
sibleen ondoren. Horrela, funt-
zionariaren egoerarako onura-
garri izan zitekeen maila-igoera
bat, kasu askotan kaltegarri
bihurtzen da.

Baina lanbide-ikuspuntutik
ere, halabeharrezko maila-igo-
erak kaltegarri dirudi. Izan ere,
bere borondatearen kontra al-
datua izan dena, lanpostu be-
rrian gutxiago arduratzeko
arrisku garhia dago, ahal be-
zain pronto handik alde egin
mahi izango du eta. Lekualda-
keta egin den tokiko egoera

12

soziologikoa gutxiago ezagu-
tzea txarra ere izango da arauak
interpretatu eta aplikatzeko ga-
raian. Are gehiago, magistratu
berria ezagutzen ez duen hiz-
kuntza koofizial bar daukan
Autonomi Elkarte batera bida-
lia izan bada. Eta alderantziz
Komunitate bateko berezko
hizkuntza dakien epaile bat
handik mugierazten bada, El-
karte horren kalterako izango
da, Zuzenbidea aplikatu behar

duenak hizkuntza hori ezagu-
tzea positihoa da eta.

MAILAZ IGOTZEKO
LEHIAKETAK

Badirudi, maila-igoeraren
funtsa, eskarmentuari esker ira-
bazitako jakinduria hobeto
aprobetxatzean datzala. Eta ho-
ri ezin omen da lortu herri ha-
tean, baizik eta zailtasun gehia-
go daukaten edo ardura
gehiago exijitzen duten Era-
kundeetan; hau da, Magistra-
tuak dauzkaten Epaitegi edo
Auzitegietan. Oso eztabaidaga-
rria da funtsa hori, baina horre-
tan oinarrituta ere, lehen ai-
patutako arazoaren aspektu

sindikal eta profesionalak ho-
betu ditzaketen arauketak ego n
daitezkeela uste dut.

Zentzu honetan, edozein
epaile mailaz igotzeko kon-
kurtsoetan parte ahal iza tea
positibotzat joko nuke -edo
magistratuen arteko lekualdat-
ze-lehiatketetan, hauek hutsik
uzten dituzten lanpostuetara-
ko-. Gaur egunean mailaz igot-
zeko konkurtsoetan parte hartu
ahal izateko indarrean dagoen

hiru urtetako gutxienezko mu-
ga mantendu zitekeen ere. Bai-
ta ere, gehienezko muga bat
ezartzean pentsa daiteke, epai-
le mailan gelditu ahal izateko,
gero derrigorrezko igoera apli-
katuz -joan nahi den lurralde-
ra joan ahal izateko jartzen den
epea nahikoa izanik, noski-.
Baina garrantzitsua da epaile-
ak, borondatez, parte ahal iza-
tea magistratuek hutsik uzten
dituzten lanpostuak betetzeko.

Esandako gehienezko muga
eta bi mailen arteko soldataren
desberdintasuna direla medio,
epaileek mailaz igotzeko auke-
rak ez dituztela pasatzen utziko
aurrikustea logikoa dirudi. Bai-
na gogokoa dutenean bakarrik
egingo dute, interesgarria iru-

ditzen zaien lanpostu bat lor-
tzeko, aipatutako etekin pert-
sonal eta profesionalekin eta
beste inori kalterik sortu gabe.

AKORDIOA
MINISTERITZAREKIN

Oraingo Justizia Ministerit-
zak eta Epai Idazkarien elkarte-
ek -arazo berbera baitaukate
hauek- antzeko irtenbide bat
hitzartu omen dute ahoz, BJ-
LO-a aldatzeko. Irtenbide ho-
nek ere hirugarren mailako
Idazkariei hutsik dauden biga-
rren mailako lanpostuak ho-
rondatez eskatzeko aukera
emango lieke; baina, mailaz
igotzeko konkurtso hauetan,
lanpostu batzuk hutsik geldit-
zekotan, lerrunzerrendan le-
henengo tokian dauden hiru-
garren mailako Idazkariekin
beteko lirateke. Eta hitzartuta-
ko erreforma hau indarrean
sartu bitartean, Ministeritzak
idazkariak derrigorrez igoko ez
dituelako hitza eman omen duo

BJLO-a esandako moduan
aldatzeak epaileen problema
ere arinduko luke; baina gut-
xiago, aldaketa indarrean sart-
zen denean, lerrun-zerrendan
lehenengo tokian daudenena.
Neurri iragankorren bat propo-
sa daiteke, esandako epaileek
mailaz igotzeko konkurtsoetan
borondatez parte hartu ahal
izateko, epe baten barruan.

Dena den, akordio honek
Ministeritzak beharrezko igoe-
raren arazoari aurre egiteko as-
moren hat hadaukala erakusten
du, eta asmo hori aprobetxatu
behar del a deritzot, inolako lal-
terik egiten ez duten eta orain-
go arauketak sortzen dituen
ondorio kaltegarriak konpon-
duko lituzketen esandako neu-
rri batzuk edo besteak lortze-
ko.

Augusto Maeso Ventureira

(Guipzkoa) Inmgo 3.
Epaitegiko Lehenengo

Instantzia eta Instruh~ziozko
Epaitegiko Epailea
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CONTRA EL ASCENSO FORZOSO
A CATEGORIA DE MAGISTRADO

EFECTOS PERNICIOSOS

Desde un punto de vista sin-
dical, e! hecho de ser removi-
dos forzosamente del puesto
de trabajo, sin posibilidad de
pedir posteríormente traslado
durante un período de dos
años, supone una considerable
afectación negativa de la situa-
ción personal y familiar y de
los derechos del funcionario.
Además, en los últimos años,
debido al menor número de
vacantes que se han ido pro-
duciendo en la categoría de
magistrado, los ascensos se es-
tán efectuando por e! Consejo
General del Poder Judicial en

Palacio de Justicia de San Sebastián

Nuestra asociación se ha conjuntos poco numerosos en
pronunciado ya en diversas plazas ----concretamente, en e!
ocasiones a favor de la supre- año 1996, con un promedio de
sión de las categorías juez/ma- 12 por concurso-- lo que dis-
gistrado. Sín perjuicio de ello, y mínuye las posibílidades de
mientras tal aspiración no sea opción de los afectados e in-
plasmada legíslatívamente, opi- crementa las de ser enviados a
no que deberíamos mostrar un destino no deseado. Y ape-
nuestra radical oposición al as- nas alivían dicha stuación las
censo forzoso de los jueces a la prórrogas introducidas en e! ar-
categoría de magístrado tal y tículo de la LOPJ mencionado
como está establecido e inten- por la reforma de 1994 --de 91
tar una inmediata modificación jueces afectados durante e! año
de la base legal de tal medida: 1996, sólo 6 han hecho uso de
el artículo 311 de la Ley Orgá- ellas- pues e! ascenso forzoso
nica de! Poder Judicial. llegará inevitablemente tras las

tres prórrogas posibles. Algo
como una promoción profesio-
nal, que podría concebirse co-
mo una mejora en la situacíón
de! funcionario, pasa en la ac-
tual situación a suponer, en
muchos casos, un agravio.

Pero tambíén desde un pun-
to de vista profesional parece
perniciosa la promoción obliga-
da. Hay un claro ríesgo de que
e! trasladado contra su voluntad
se implique en menor medida
en la marcha de! órgano a don-
de ha sido enviado y de donde
está deseando irse. El menor co-
nocimiento de la realidad socio-
lógica del lugar a donde se haya
efectuado e! traslado afectará
también negativamente a su ta-
rea de interpretación y aplica-

ción de las normas. Y más aún
si la promoción se ha efectuado
a una Comunídad Autónoma
con lengua cooficial desconoci-
da por el nuevo magistrado.
También en sentido ínverso, si
un juez con conocimiento de la
lengua propia de una Comuni-
dad es traladado fuera de ella,
se priva a ésta del factor posítí-
vo que supone que el aplicador
de! derecho conozca también
dicho idioma.

CONCURSOS DE
PROMOCION

Parece que el fundamento
--escaso-- de la figura del as-
censo forzoso consiste en la
consideracíón de que es un
despilfarro que un juez ya con
experiencia siga trabajando en
un juzgado de pueblo, debien-
do aprovecharse su adquirida
sabiduría en órganos que se
consíderan de mayor dificultad
o responsabilidad. Pese a lo
díscutible de tal basamento,
que descansa también en e!
tambíén cuestionado manteni-
miento de diferentes categorías
juez/magistrado, sín afectar a
tales inspíracíones, podrían
adaptarse regulacíones que no
afectasen tan negativamente a
los aspectos síndical y profe-
sional del problema a los que
hemos aludído anteriormente.

Así, podría establecerse la
posibilidad de que los jueces
que lo desearan pudiesen par-
ticipar en concursos de ascen-
so a magístrados, o en los pro-
pios concursos de traslado
entre éstos, pudiendo ser destí-
nados a las plazas no cubiertas
por los mismos. Podría mante-
nerse incluso e! actual límite
mínímo de tres años de servi-
cios efectívos para poder tomar
parte en tales concursos. Inclu-
so cabría pensar en un límite
máxímo de años para perma-
necer en la categoría de juez,
transcurrido el cual cupiera el
ascenso forzoso, siempre que
se establezca un período racio-
nalmente suficiente para, antes
de su transcurso, poder obte-
ner plaza de magistrado en un
ámbíto territorial deseado. Pero
lo impoartante es que se permi-
ta concursar voluntariamente
a los jueces para acceder a pla-
zas vacantes de magistrados.

Con el referido límite máxi-
mo y con la actual diferencia re-
tríbutiva entre las dos catego-
rías, no resulta previsible que
los jueces vayan a dejar pasar

las posibilidades de ascender.
Simplemente ocurrirá que lo
podrán hacer voluntariamente,
a plaza deseada, con los benefi-
cios personales y profesionales
referidos y sin que con ello se
ocasionara perjuicio para nadie.

ACUERDO CON EL
MINISTERIO

Una solución similar ha sido
acordada verbalmente entre el
actual Ministerio de Justicia y
las asociaciones de Secretarios
Judiciales -afectados de igual
manera por el problema- de
car a una futura reforma de la
LOPJ. La misma consistiría tam-
bién en permitír a los secreta-
rios de la tercera categoría con-
cursar voluntariamente para
acceder a plazas vacantes de la
segunda categoría; aunque, en
caso de que en alguno de los
concursos de promoción resul-
taren plazas desiertas, éstas se
cubrirían con carácter forzoso
con los secretarios de la terce-
ra categoría que ocuparen el
primer lugar en el escalafón. Y
hasta la plasmación legislativa
de tal reforma e! Ministerio ha-
bría adquirido el compromiso
de paralizar los ascensos forzo-
sos de secretarios.

Ciertamente, la reforma de
la LOPJ en dicho sentido tam-
bién para los jueces aliviaría e!
problema, aunque en menor
medida para quienes se encon-
traran en los primeros lugares
del escalafón el entrar en vigor
la modificación. Cabría pensar
en alguna medida transitoria,
de manera que se permitiese
también a dichos jueces duran-
te algún tiempo tomar parte de
manera voluntaria en concur-
sos de promoción antes de ser
ascendidos forzosamente.

Pero en cualquier caso, lo
que este acuerdo con las aso-
ciaciones de secretarios nos in-
díca es una cierta disposición
del Minísterio para abordar e!
problema del ascenso forzoso,
disposición que hay que apro-
vechar, a fin de conseguir plas-
mar legislativamente unas u
otras medidas de las expuestas,
que no parecen ocasionar per-
juicio alguno y solucionarían
graves problemas que causa la
actual regulación.

Augusto Maeso Ventllreira
juez deljuzgado de Primera

Instancia e
Instrucción n. Q 3 de Inín

(GlIipÚzclla)
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OPINION

EL BILINGUISMO y lA LOPJ ~
Sábado, 12 de abril de 1997

En el curso del amplio debate
social que se está produciendo en
Catalunya, a partir de la discusión
en el Parlament, de la reforma de
la ley del catalán, que ha de sus-
tituir la de normalización lingilís-
tica del año 1983, que tan sabia-
mente reguló las necesarias
medidas de protección a la len-
gua catalana, históricamente dis-
criminada, para equipararla al
castellano en condiciones de
igualdad, por ser ambas oficiales
en nuestra Comunidad Autóno-
ma, un grupo social minoritario
-en el llamado Manifiesto de los
350-, ha planteado la propuesta
de que el catalán sea la única len-
gua oficial en Catalunya, pro-
puesta que no se sostiene en
nuestro marco constitucional, ni
en nuestra realidad social, que
por razones históricas diversas, es
profundamente bilingile, aleján-
dose con ello de una forma de
convivencia que siempre nos ha

lA VANGUARDIA
Domingo, 13 abril 1997

El presidente del
TSJC rechaza
la exigencia
del catalán
a los jueces

BARCELONA.- Elpresidentedel
TribunalSuperiordeJusticiadeCa-
talunya (TSJC),Guillem Vidal, ha
mostradosuoposicióna lapropues-
ta realizadapor la conselleraNúria
de Gispertde exigira losjuecesque
ejerzanen Cataluñael conocimien-
to del catalán.Vidalaseguróen de-
claracionesa la cadenaSerque una
propuesta de este tipo "roza la in-
constitucionalidad", porque impi-
deelaccesoa lafunciónpúblicae in-
clusoel accesode laspersonasa un
puestode trabajo.

Guillem Vidal dejó muy claro
que,ensuopinión,elproblemadela
lenguano atañe a laadministración
dejusticia. "Para mi -señaló el pre-
sidente del Tribunal Superior- lo
verdaderamentegraveesla lentitud
de la administracióndejusticia, los
problemas de infraestructuras, la
faltaderacionalizaciónen laoficina
judicial, la falta de plantillas,la so-
brecargadeexpedientes,e inclusola
dotación y mejora de la red infor-
mática."

Vidal advirtió también de otro
peligro que podría representar la
aplicaciónde lapropuestade lacon-
sellera de Justicia. "Si impidiéra-
mosel accesoa lajudicatura a per-
sonasde fuera, porqueno son cata-
lanas o porque no saben catalán,
estaríamoslimitandode una forma
extraordinaria la venida de perso-
nasyentraríamosen unajusticiade
segundoorden, en una justicia de
juecessustitutos,contodoelrespeto
paraellos,peroqueno sonjuecesde
carrera", añadió el presidente del
TribunalSuperiordeJustíciadeCa-
talunya.
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caracterizado, a partir del más ab-
soluto respeto a la libertad, al plu-
ralismo y a la tolerancia.

En este debate, están partici-
pando gentes de todas las extrac-
ciones sociales y culturales -polí-
ticos, obispos, intelectuales,
profesionales, educadores ...- y,
también los jueces, a raíz de unas
polémicas declaraciones efectua-
das por la Consellera de Justicia en
el Parlament, al anunciar que el
Govern catahí, propondría al Par-
lamento Español, dirigiéndose
previamente a los Gobiernos vas-
co y gallego, la reforma del artícu-
lo 341 Lap] , que prevé que el co-
nocimiento de la lengua y del
Derecho Especial Foral de las refe-
ridas Comunidades Autónomas,
sirva como mérito preferente en
los concursos de traslado para jue-
ces y magistrados. Idéntica regula-
ción se contiene en el articulo 471,
para secretarios judiciales, oficia-
les, auxiliares y agentes. La preten-
dida reforma consistiría en sustituir
"mérito preferente" por "requisito
de acceso" en las Comunidades
Autónomas bilingiles. La reacción
de las asociaciones judiciales no se
hizo esperar. Desde posiciones
distintas y marcadamente diferen-
ciadas, se ha rechazado frontal y
públicamente, a través de los me-
dios de comunicación, tal pro-
puesta. El presidente del TS]C,
nuestro compañero Guillem Vidal,
contestando a la Consellera le re-
cordó, entre otros argumentos,
que dicha propuesta roza la in-
constitucionalidad, al pertenecer
todos los jueces y magistrados a
un cuerpo único estatal, por ex-
preso mandato constitucional, con
derecho a ser trasladados a cual-
quiera de las Comunidades Autó-
nomas del Estado Español.

PROPUESTA INVIABLE

Esta propuesta, además de ser
poco realista, es inviable. Cata-
lunya ha generado desde siempre
pocos jueces de origen catalán. La
composición de la carrera, está
formada mayoritariamente por
compañeros que proceden de los
más diversos territorios del Estado.
Una buena muestra la constituye
los jueces en prácticas en la nueva
Escuela ]udicial, en la que de 212,
únicamente 11 conocen la lengua
catalana, y sin embargo hay 42
plazas a cubrir en Catalunya. Pero
más allá de estas consideraciones,
los que somos de aquí sabemos
que es mayoritario un sentimiento
de la sociedad catalana, consisten-
te en no hacer de las lenguas un
problema de enfrentamiento entre
nosotros, a partir del reconoci-
miento de un pluralismo, que se
traduce en el respeto al bilingilís-
mo, como un signo de identidad
nuestra y base de nuestra convi-
vencia democrática. Días después,
la Consellera, matizó que los pe-
riodistas habían sacado de contex-
to sus palabras, y que su plantea-
miento era más a largo plazo, fruto

de un consenso entre las fuerzas
políticas. Sin embargo, ningún
pronunciamiento oficial se ha pro-
ducido hasta la fecha.

Pero al hilo de esta reflexión,
no hay que olvidar que la Admi-
nistración de Justicia está lejos del
modelo de bilingilismo equilibra-
do que defiendo en los anteriores
párrafos. Los niveles del uso oral
y escrito de la lengua catalana, es-
tá bajo mínimos, a pesar de que
en el resto de la sociedad, dicha
lengua se habla con normalidad
por un cincuenta por ciento. Par-
tiendo de que el ciudadano tiene
el derecho de dirigirse a nosotros,
en la lengua que mejor le con-
venga, es evidente que los que
ejercemos en Comunidades con
lengua propia, debemos mejorar
y potenciar los niveles de conoci-
miento, para un mejor servicio
público, y no sólo jueces, sino
también fiscales, forenses y fun-
cionarios, para hacer factible el
principio constitucional de co-ofi-
cialidad, en condiciones de igual-
dad. Y, para conseguirlo, deberá
seguirse impulsando por los po-
deres públicos medidas de pro-
tección de las lenguas minorita-
rias en Justicia, a fin de igualar, lo
que todavía es desigual, con me-
didas de discriminación positivas.
Y, dentro de estas medidas, la
contemplada en el artículo 341 de
la Lap], que fue criticada en mu-
chos sectores judiciales, y asumi-
da en otros como mecanismo de
impulso, estímulo y potenciaciGn
del conocimiento de las lenguas
oficiales, además del castellano,
tras diez años de aprobación de la
norma, nunca se ha aplicado.

REMISION AL REGlAMENTO

En efecto, el legislador, a mi en-
tender erróneamente, optó por la
socorrida fórmula de supeditar su
aplicación, a un posterior regla-
mento, que deberá establecer los
criterios de valoración para hacer
valer tal mérito preferente. Cuando
el CGP], en uso de las compe-
tencias que en este tema le vienen
atribuidas, por el artículo 110
Lap] y por la doctrina derivada de
la jurisprudencia constitucional,
especialmente de la Sentencia
108/1986, de 29 de julio, se deci-
dió a reglamentario por Acuerdo
de 23 de octubre de 1991, fijando
en tres años de antigiledad el co-
nocimiento del derecho foral y en
seis el de la lengua, un grupo de
jueces y magistrados lo impugnó,
al amparo de la Ley 62/78. La Sala
3" del TS, en Sentencia de 29 de
abril de 1995, anuló el Acuerdo,
en base a una doble considera-
ción, la de considerar despropor-
cionado que se valore mucho más
el conocimiento de la lengua que
el del derecho foral, y por consi-
derar los seis años de antigiledad
desproporcionados en el actual es-
calafón. El TS, como no podía ser
de otra manera dejaba las puertas
abiertas para que una posterior re-

El presidente del
TSJC critica el plan
de USO del catalán
Barcelona. - El presidente del
Tribunal Superior de Justicia
de Catalunya, Guillem Vidal,
dijo ayer que la propuesta de
la Generalitat de que se re-
quiera el catalán a los nuevos
jueces puede crear "desi-
gualdades" y es de difícil apli-
cación porque puede rozar la
"inconstitucionalidad" .

gulación establezca nuevos crite-
rios. Transcurridos más de dos
años, el Consejo no ha vuelto a
decir nada de este tema. Segura-
mente el TS tenía razÓn y los seis
años son desproporcionados, pero
nada justifica la pasividad del Con-
greso en un tema de su exclusiva
competencia.

Y, aunque éste no es un tema
prioritario, ni preferente, nada im-
pide que lo abordemos en la aso-
ciaciÓn, máxime cuando se está
aplicando para los secretarios y
funcionarios, que en sus respecti-
vos reglamentos prevén una anti-
giledad de seis años, desde 1988
y 1986, respectivamente, sin que
nadie lo haya impugnado. Y,
aparte de definimos en el núme-
ro de años, creo que lo más im-
portante es discutir cuál de las
dos vías de solución posibles es
la más adecuada: la de propugnar
la reforma del artículo 341 Lap],
a fin de que sea en el Parlamen-
to, tras una discusiÓn y posterior
consenso, donde se decida la
concreciÓn de los criterios de va-
loración y se establezcan en la
propia Ley, lo que evitaría una
nueva y previsible impugnaciÓn
de aquellos, que se diga lo que se
diga, siempre estarán en contra,
ampliándolo a fiscales, al igual
que está establecido para secreta-
rios y demás funcionarios, o bien,
la de propugnar que el Consejo,
asumiendo sus competencias,
dicte un nuevo Acuerdo, acorde
con los criterios de proporcionali-
dad señalados en la Sentencia del
TS. El debate está abierto.

Montserrat Comas D'Argemir Cendra
Juez de Instrucción n. Q 3. Barcelona

El Comité Permanente
de Jueces para la Demo-
cracia celebrado en Mahón
los pasados 9 y 10 de ma-
yo acordó solicitar al CGP]
el desarrollo del artículo
341 de la LOP] en su actual
redacción o con las refor-
mas precisas, para hacer
efectivas sus previsiones.
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Andrés Cedrón Correduría
Seguros, S. L.

P.lI de la Habana, 26, 5.g 1
28036 Madrid

Teléf. (91) 564 5555 - 56 15
Fax: (91) 563 8137

En estas fechas, en las que te-
nemos que cumplir nuestras obliga-
ciones con Hacienda, es cuando
nos planteamos si debíamos haber
tomado alguna medida que, ade-
más de generar un ahorro, nos per-
mita algún tipo de deducción. Nos
hemos dirigido a Andrés Cedrón
Correduría de Seguros, S. L., para
que nos informe de esta posibilidad.

P.-Andrés, ¿nos podrías expli-
car, aunque sea someramente, có-
mo podemos conseguir una des-
gravación a través de los seguros
de vida?

R.-Es difícil en poco espacio
poder aclarar todas las dudas, pero
trataremos de dar una idea general
que sea de utilidad a vuestros lec-
tores.

Seguros de ahorro y jubilación
El objeto de estos seguros es

obtener un capital o renta al finali-
zar un plazo de tiempo pactado. El
capital se constituye aplicando a las
primas aportadas un interés técnico
(actualmente el 4,5%), más una
participación en los beneficios que
consiga la Compañía mediante la
inversión de la reserva matemática.
Todos estos seguros llevan incorpo-
rados la garantía de devolución de
primas, más beneficios generados,
en caso de fallecimiento. El Toma-
dor tiene derecho a disponer del ca-
pital constituido a partir de la prime-
ra anualidad. Igualmente podrá
obtener préstamos a interés menor
que el resto del mercado. Régimen
fiscal de las aportaciones: el Toma-
dor del seguro podrá deducirse de
la cuota íntegra el 10% de las pri-
mas pagadas, a partir del 01-01-97,
siempre que la duración del seguro
sea igualo superior a diez años. La
deducción no podrá superar ellími-
te de 50.000 ptas. anuales, siempre
que las primas pagadas y los dona-
tivos con derecho a deducción no

superen el límite del 30% de la ba-
se liquidable.

Planes y fondos de pensiones
Los Planes de Pensiones defi-

nen el derecho a percibir rentas o
capitales en razón a las contigen-
cias de jubilación, supervivencia,
viudedad, orfandaz o invalidez. Los
Planes de Pensiones de aportación
definidos se adscriben a fondos de
capitalización de rentabilidad futura
incierta. Por tanto, no pueden ga-
rantizar rentas ciertas a sus benefi-
ciarios, otro inconveniente es la fal-
ta de liquidez.

Régimen fiscal de los partícipes:
Pueden deducirse de la base impo-
nible de su IRPF sus aportaciones
personales. El límite de esta reduc-
ción será la menor de las dos can-
tidades siguientes: a) el 15% de la
suma de los rendimientos netos del
trabajo, empresariales, profesiona-
les o artísticos percibidos igual-
mente en el ejercicio. b) 1.000.000
de ptas. en 1996.

En cuanto al régimen fiscal de
las prestaciones, en el caso de los
seguros de Ahorro y Jubilación, y
de los beneficiarios en el caso de
los Planes de Pensiones, hablare-
mos en el próximo número, aunque
en el caso de que alguien esté inte-
resado puede solicitármelo telefó-

nicamente y le haremos llegar un
resumen escrito que pueda aclarar-
le las dudas.

Por último, y aunque no tenga
una deducción en el momento de la
inversión, comentaremos que algu-
na Compañía de Seguros está co-
mercializando Fondos de Inversión
a rentabilidad garantizada. Las
plusvalías generadas en un plazo
superior a dos años tributarán a un
tipo fijo del 20%, con un mínimo
exento de 200.000 ptas. Nos pare-
ce que este sistema puede ser muy
útil para obtener incrementos de
Patrimonio a un tratamiento fiscal
muy favorable.

P.-Andrés, estamos seguros
que muchos de nuestros lectores
se habrán quedado con ganas de
saber más, pero entendemos que
un tema tan importante no se pue-
de explicar en un espacio tan redu-
cido ¿es posible que de forma par-
ticular puedas atenderlos?

R.-Por supuesto. Cualquiera
que lo desee puede consultarme.
Sin compromiso alguno, bien tele-
fónicamente o por escrito. Son mu-
chos los miembros de la Carrera
Judicial que son ya clientes de mi
Correduría y saben que pueden di-
rigirse a nosotros para solicitarnos
cualquier tipo de información sobre
seguros y que puede series de uti-
lidad.

C.P. _

País _

-~- - - - - - - - - - - - - - - --- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
Boletín de suscripción a:

Jueces para la Democracia. Información y debate.

Nombre y apellidos: ~ _

Dirección: _

Población: _

Provincia: _

Suscripción por un año (3 números) a partir del número _

Importe: España: 2.500 ptas. Extranjero: 3.500 ptas.

Forma de pago: Reembolso. Domiciliación bancaria. Talón nominativo a nombre de EOlSA

Domiciliación bancaria

................................ de de 1997

Muy señores míos: les ruego que con cargo a mi cuenta n.\! atiendan hasta nuevo aviso del pago de los re-

cibos que en concepto de importe de la suscripción anual de Jueces para la democracia. Información y Debate les presentará EOl-

SA al cobro a nombre de .

Firma

Bancal C. de Ahorros .

Dirección .

Remitir a EDISA, apartado 549 P.D. 28080 MADRID



JIJE(ES~~DEr10(RA(IA

ASOCIACION "JUECES PARA LA DEMOCRACIA"
el Núñez Morgado, n.º 3 - 4.º B

28036 MADRID

Don/ña

Juez o Magistrado con destino en el
, solicita su ingreso en la Aso-

ciación "Jueces para la Democracia" conforme a lo establecido en el artículo 401 de la Ley Orgánica del

Poder Judicial de 6/1985 de 1 de Julio.

a

Firma

de de 1997

Oficina

Domiciliación Bancaria

Entidad Bancaria

calle

Datos

Banco

Localidad

D.C. Núm. Cuenta

Sucursal de la

Código

(Estos datos los encontraras en tú talonario de cheques)

Domiciliación Bancaria
(Ejemplar a remitir al Banco o Caja de Ahorros)

Muy señores míos: les ruego que con cargo a mi cuenta n.º , atiendan has-

ta nuevo aviso el pago de los recibos que presentará la Asociación 'Jueces para la Democracia" al cobro

a nombre de

Firma

a de de 1997

NUÑEZ MORGADO, 3 - 4.º B - Te!. 3141964 - Fax 314 27 52 - 28036 MADRID
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